El modelo neoliberal y la promoción indiscriminada de las inversiones
El contexto

   Es muy difícil que se pueda analizar seriamente cualquier proyecto de ley, sin tener en cuenta el contexto dentro del cual se van a aplicar sus disposiciones, de allí esta breve referencia a la situación social y económica de la Argentina.
   Nuestro país es uno de los más extensos y ricos del planeta. El octavo en el mundo por su superficie y con recursos naturales inconmensurables, con una amplia variedad de climas y suelos fértiles, con fuentes de generación de energía variadas y de gran capacidad. Es uno de los principales productores per capita de alimentos. Tiene apenas 40 millones de habitantes, sobre un total de alrededor de 6.800 millones de personas. 

   Sin embargo, un tercio de su población vive en condiciones de pobreza y una parte sustancial de esa pobreza ni siquiera alcanza un ingreso que le permita alimentarse adecuadamente. Miles y miles de argentinos mueren por año debido a causas evitables, y millones de los que sobreviven lo hacen en condiciones miserables. Más del 40% de la población de menores de dos años tiene déficit en su alimentación, situación que de acuerdo a los especialistas les genera daños cerebrales irreversibles para el resto de sus vidas.
   Este lamentable estado de situación se complementa con la existencia de otros graves problemas sociales (el alarmante crecimiento de la inseguridad, la deficiencia notoria de los servicios básicos para la población, etc), lo que pone de manifiesto una contradictoria realidad, de un país que posee enormes potencialidades pero con una gran parte de su sociedad que no acceder a los beneficios de las mismas. 

   Todo esto se genera, a pesar del contexto macroeconómico altamente favorable que se da desde el año 2003, con un crecimiento sostenido a tasas anuales elevadísimas y con precios excepcionalmente altos de los principales productos exportables en el mercado internacional.

   Entre las causas de esta contradictoria situación se pueden mencionar al crecimiento de la polarización social y la ampliación de las desigualdades distributivas, donde la mayor parte de los frutos del crecimiento y de la riqueza generada se concentra en los estratos de mayores ingresos (20% de la población) y gran parte de esos excedentes terminan en el exterior, limitando las posibilidades de un desarrollo más equilibrado, sostenido y equitativo.
   Esa fuerte polarización social tiene su raíz en la inédita concentración económica y en el alto grado de extranjerización de nuestra estructura productiva y de nuestros principales recursos. A esos altos niveles de concentración económica y de saqueo de nuestros recursos, se llega por la aplicación sistemática de un proyecto político que promueve de manera deliberada tales efectos, a partir de medidas favorables a los grandes grupos empresariales y en perjuicio de los sectores mayoritarios de la población, incluyendo la franja de las micro, pequeñas y medianas empresas. 

   En el marco de las crecientes desigualdades económicas y sociales, el rol del Estado ha sido favorecer la profundización de las mismas, transfiriendo recursos a los sectores más concentrados en detrimento de las necesidades de quienes menos tienen. 
   A su vez, las fuerzas del libre mercado también contribuyen a producir permanentes transferencias hacia la cúpula del poder, a través de la existencia de una estructura oligopólica que permite el manejo de los precios en beneficio de quienes controlan los principales mercados de la Argentina.
La promoción indiscriminada de las inversiones

   Uno de los mecanismos específicos a partir del cual el Estado ha venido transfiriendo recursos desde el conjunto de la sociedad hacia la cúpula de los grandes grupos empresariales, ha sido la denominada promoción de las inversiones. 
   El proceso se inició con la última dictadura militar, pero ha continuado durante los años de democracia, con leyes y políticas que han dispuesto importantes beneficios para grandes empresas, muchas de ellas extranjeras, que son las que más rentabilidad obtienen en la economía argentina, y son además las que más recursos trasladan luego al exterior en concepto de remesas de utilidades, pagos de intereses y fuga de capitales.

   Existen estudios que demuestran que esta vía de transferencia de recursos que es la legislación de promoción de las inversiones, que posibilita una mayor concentración y que potencia las desigualdades sociales y los graves problemas que sufre el grueso de la población, no ha logrado ninguno de los objetivos teóricos que se propone, sino más bien ha sido una de las causas de la situación de dependencia y vulnerabilidad de nuestra economía, y de la no menos grave situación social.

   A pesar de que las normas de promoción hablan muchas veces de la búsqueda de una mayor generación de empleo y de un mayor desarrollo económico, el porcentaje más elevado de los beneficios (más del 90%) sólo lo reciben los grandes grupos empresarios, con predominio de las empresas extranjeras, que son quienes menos necesitan de los subsidios públicos, ya que controlan los sectores más rentables de la economía y se apropian de la mayor parte del excedente generado.

   Se da entonces la paradoja que, en el marco de una sociedad con notorias desigualdades distributivas, el Estado dispone que una parte de sus recursos, que provienen mayoritariamente de impuestos regresivos (que afectan proporcionalmente más a quienes menos tienen) vayan a través de subsidios a manos de los sectores que más tienen. Esto además consolida la situación existente, a la vez que promueve una mayor concentración económica y social.
  Considerando que los que más necesitan de la ayuda del Estado son las micro, pequeñas y medianas empresas (mipymes), que representan alrededor del 98 % de la cantidad de empresas existentes en la Argentina, es un contrasentido que los recursos estatales se utilicen para subsidiar a las empresas más grandes. Porque además, son las mipymes las responsables del 80% de los puestos de trabajo generados, lo que significa que la misma cantidad de inversión destinada a este sector (por las particularidades de sus procesos tecnológicos) va a producir un mayor efecto de generación de empleo que si se destinara a las empresas más grandes.

   Pero indirectamente, los recursos que el Estado destine a la franja de las mipymes ayudan también al necesario proceso de desconcentración de la economía, y a limitar las enormes desigualdades sociales hoy existentes. Adicionalmente, contribuiría con una mayor democratización de la estructura económica y social. 
   Es cierto que esto requeriría también otras importantes medidas que apoyen a ese sector para revertir la actual situación. Pero es indudable que si se continúa haciendo más de lo mismo, es utópico pensar que se obtendrán resultados diferentes. 

   El argumento de otorgar subsidios estatales en beneficio de las grandes empresas con el objetivo de promover las inversiones, es falso. Porque esas empresas, que controlan los principales mercados y por lo cual obtienen tasas extraordinarias de rentabilidad igual seguirían invirtiendo, por dos motivos: por un lado, no necesitan de esos subsidios para invertir, y por otro lado, igualmente harían esas inversiones ya que de lo contrario se arriesgarían a perder esa fuente generadora de riquezas.

   Sería interesante también que cuando se promuevan inversiones (lo que significa otorgar subsidios del Estado para los sectores que reciban tales beneficios), como contrapartida se obligue a las empresas involucradas a cumplir con las disposiciones de la ley de compre nacional.

   De lo anterior se desprende la necesidad de un cambio drástico de las políticas neoliberales, que benefician a este modelo concentrador y excluyente, comenzando por terminar con los beneficios irracionales que se otorgan vía subsidios a los grandes grupos empresariales, y canalizando los mismos en forma exclusiva hacia los sectores menos concentrados, que son quienes generan más empleo y promueven una mayor democratización de la sociedad.

   Continuar legislando en el mismo sentido que se viene haciendo desde la última dictadura militar es convalidar la situación actual y es consolidar el proceso de concentración y saqueo, con la contracara del genocidio social que provoca para las mayorías nacionales.
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